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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Diego Guadalupe, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Jorge Machiñena, Edgardo Ortuño, Javier Salsamendi y Daisy Tourné. 


DELEGADO 
DE Señor Representante Yamandú Flangini. 


SECTOR: 
INVITADOS: Señores Representantes José Carlos Cardoso y Aníbal Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Teniendo en cuenta que el proyecto de ley que refiere a la fecha fundacional de la ciudad de La Paloma, en el 
departamento de Rocha, fue presentado por el señor Diputado José Carlos Cardoso, lo invitamos para que 
exprese sus fundamentos; también invitamos al otro Representante por el departamento de Rocha para que 
conozca el proyecto. 


El artículo único del proyecto establece: "Determínase a efectos conmemorativos y de la declaración legal de 
días feriados y de asuetos locales, que la fecha fundacional de la ciudad de La Paloma, ubicada en el 
departamento de Rocha, corresponde al día 1” de septiembre de 1874". 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Hemos tomado una iniciativa que es de la comunidad y de 
algunas instituciones que vienen trabajando en La Paloma, tratando de dar nuevos elementos a la 
actividad turística de una ciudad tan importante, que se ha transformado. 


Los señores Diputados comprenderán que la fijación de la de la fecha de fundación de una comunidad es un 
elemento importante para sus habitantes. En este caso, la fecha precisa discurre en una nebulosa, porque si 
nos ponemos a buscar información, advertimos que puede haber diferentes puntos de partida. Los operadores 
turísticos, algunos historiadores que se han ocupado de la historia de nuestro departamento y vecinos de la 
localidad coinciden en transformar la fecha de fundación en un episodio muy emblemático para la vida de 
este lugar del país. Me refiero al primer momento en que el faro encendió su luz. El faro es uno de los 
emblemas más importantes de La Paloma, de la costa de nuestro departamento y del país. 


Como dice la exposición de motivos -que seguramente ustedes habrán leído hay investigaciones y 
documentos históricos de la época relativos a la construcción del faro del Cabo Santa María, que se inició en 
el año 1872. Su construcción fue autorizada el 25 de junio de 1869 y la obra finalizó el 1” de setiembre de 
1874, con la puesta en marcha de su linterna. 


Como ya dije, recogí una idea de la comunidad que entendía que esa era la fecha de fundación del balneario - 
hoy ciudad- de La Paloma. En cuanto a los argumentos de la fecha de fundación, señalamos la identificación 
de la comunidad y la posibilidad de hacer eventos de carácter turístico que recreen el inicio de esa pequeña 
comunidad, que en sus comienzos fue un puerto y un asiento de actividades pesqueras muy primitivas. Si 
logramos ponernos de acuerdo en una fecha, esta se va a convertir en motivo de festejo y de conmemoración. 


SEÑOR PEREYRA.- Coincido con el desarrollo de la exposición de motivos realizada por el señor 
Diputado José Carlos Cardoso respecto a la dificultad de precisar una fecha exacta para determinar la 
fundación de La Paloma, por lo que se ha tenido en cuenta una serie de hechos que podrían ser 
determinantes para definirla. 


Hacemos acuerdo en que la construcción del Faro del Cabo de Santa María determinó un disparador en la 
zona y que a comienzos de siglo esto se vio seguido por la expansión, el fraccionamiento, la construcción y 
lo que fue el desarrollo de Gómez Gavazzo. 


Reitero que hacemos acuerdo en determinar el día de finalización de la construcción del faro, el 1? de 
setiembre de 1874, como fecha de fundación. 


Me gustaría precisar la fecha de la ley que autoriza la construcción del Faro del Cabo de Santa María: en la 
exposición de motivos se establece que se promulgó el 25 de junio de 1869, pero en realidad se hizo el 25 de 
octubre de 1869. 


Creo que esta es una precisión justa porque es una fecha determinante. El Faro se construyó a raíz de un 
naufragio ocurrido en 1864 -si no recuerdo mal-, cerca del banco Inglés, y fue la Ley N* 1.075, de 25 de 
octubre de 1869, la que posibilitó su existencia. 


De acuerdo con el espíritu de la exposición de motivos, debo decir que cuando fuimos comunicados acerca 
de esta instancia hicimos consultas a la comunidad, particularmente a la Comisión del Patrimonio de la 
ciudad de La Paloma, que viene trabajando en este tema y que, precisamente, el Día del Patrimonio hizo una 
exposición relacionada con rescatar elementos históricos de esta ciudad balnearia como una propuesta más, y 
también nos comunicamos con la Intendencia Municipal de Rocha. Creo que en este caso hay consenso para 
definir una fecha para una importante zona del departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo único de este proyecto de ley establece: "Determínase a efectos 
conmemorativos y de la declaración legal de días feriados y de asueto locales (...)". 


Lo que habitualmente se hace en la Comisión ante estos caso es determinar un día como fecha fundacional de 
una localidad, declarándose feriado cierto día para los nacidos y residentes en ella. 


Quisiera saber si los señores Diputados proponentes persiguen eso, porque el giro idiomático me sorprende. 
Quiero saber exactamente cuál es la intención. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El planteamiento del señor Diputado Pereyra es de recibo, y 
hay que ajustar la fecha de promulgación de la ley que autorizaba la construcción del faro. Mi objetivo 
no es buscar un feriado para La Paloma, sino fijar, por ley, la fecha de fundación de la ciudad de La 
Paloma, lo que traerá otros efectos, que en su oportunidad analizaremos. La Cámara de Diputados 
también podrá tomar la iniciativa de declarar ese día asueto para los nacidos en el departamento, como 
se ha hecho en otras oportunidades. Las cuestiones que luego se incorporen en torno a esto, como 
declaraciones de feriado departamental por parte de la Intendencia o por la Cámara de Diputados, por 
supuesto que también las aceptaremos, a no ser que los señores Diputados, que tienen experiencia en el 
análisis de este tipo de proyectos, interpreten que además de fijar la fecha de fundación se deben 
agregar elementos de esta naturaleza como, por ejemplo, declarar feriado el día de fundación de La 
Paloma para los nacidos en el balneario. Si eso fuera sugerencia de esta Comisión, no tendría 
inconveniente en aceptarlo. 


SEÑOR ORTUÑO.- Efectivamente, las fundaciones de localidades, pueblos, ciudades, siempre son 
fruto de procesos, pero creo que haría bien esta Comisión y la Cámara en avanzar en la identificación 
de una fecha de referencia que, como bien se decía, seguramente generará una oportunidad para 
realizar actividades que, sin duda, se van a incluir en las que se realizan en ese lugar. Inclusive, creo 
que es buena la participación de representantes de ese departamento, de distintas colectividades 
políticas, respaldando la iniciativa. 


Simplemente como una cuestión de orden, y si los señores Diputados José Carlos Cardoso y Pereyra no 
tienen inconveniente, propongo no agotar el tema en el día de hoy para tener la posibilidad de analizarlo en 
consulta con el señor Intendente Municipal de Rocha y con otras autoridades del departamento. De esta 
manera, podremos llegar a la aprobación de este proyecto, con la certeza de contar con importantes niveles de 
respaldo, que en lo personal descuento, porque me parece una buena iniciativa. No solo se aportará certeza 
sobre la fecha de fundación de la ciudad de La Paloma, sino que será un hito de conmemoración y de 
generación de actividades que bien le van a venir al departamento de Rocha y, en particular, a esa localidad. 


SEÑOR FLANGINI.- Me gustaría hacer una corrección y luego un par de preguntas, a los efectos de 
evitar posteriores conjeturas sobre la fecha cierta o incierta que se vaya a elegir. Donde dice "([...) ya 
que no solamente representa una pieza clave en el avance de la navegación de cabotaje (...)", la palabra 
"cabotaje" estaría de más, porque ese cabo es uno de los puntos de recalada en la entrada del Río de la 
Plata para los buques que vienen desde el exterior y es muy importante como para hablar de 
navegación de cabotaje. 


Quiero agregar que ese faro tuvo una historia muy triste: cuando un rayo cayó sobre la construcción que se 
estaba realizando, falleció una cantidad de obreros. 


Una de las preguntas es si se consultó el diccionario geográfico uruguayo de Orestes Araújo, donde se 
establecen con precisión todas las fechas de fundaciones o establecimientos de diferentes localidades de 
nuestro país. La otra es si se pudieron obtener en el Servicio de Balizamiento correspondiente las referencias 
sobre la fidelidad de las fechas de la puesta en funcionamiento del faro como luz, más allá de la parte 
constructiva de la obra en sí. Con este apoyo de información, creo que se daría satisfacción a muchas 
inquietudes que puedan surgir posteriormente. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En cuanto a la primera pregunta, debo decir que no 
consultamos esa fecha en el diccionario geográfico de Orestes Araújo; me parece aceptable el planteo y 
podríamos hacerlo para verificarla. 


Con relación a la segunda interrogante, efectivamente, obtuvimos esa información. Además, desde hace no 
mucho tiempo el faro de La Paloma tiene una Comisión de Amigos que se ha ocupado de recrear con mucha 


precisión todo el proceso de su construcción, el acontecimiento al que hizo referencia el señor Diputado 
Flangini y el derrumbe de la primera construcción. De alguna manera, ese grupo ha identificado cabalmente 
la fecha del encendido de la linterna, por lo cual es algo que está absolutamente determinado. 


SEÑOR ORTUÑO.- Reitero nuestro pedido de prórroga en la consideración de este tema para 
consultar al señor Intendente y a otras autoridades del departamento de Rocha, lo que sin duda 
aumentará el respaldo a esta iniciativa. Esperamos que los legisladores del departamento de Rocha no 
tengan problema en esperar una semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a ambos Diputados sus explicaciones. 


(Se retiran de Sala los señores Diputados José Carlos Cardoso y Pereyra) 


La Mesa informa que vino del Senado un proyecto de ley referido a: "Inmueble Padrón N* 6.686 ubicado en 
la 16* Sección Judicial del Departamento de Canelones". Se desafecta del patrimonio del Estado -Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas- y se afecta al patrimonio de la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado. Yo pasé este proyecto al señor Diputado Longo, quien hizo una serie de modificaciones. 


Entonces, vamos a enviar a cada Diputado el proyecto original y también las correcciones realizadas por el 
señor Diputado Longo, en su carácter de escribano. 


SEÑORA TOURNÉ.- En Comisión radica un proyecto presentado por nosotros sobre la creación del 
sistema nacional de armas. 


Hace 15 días participamos en un seminario organizado en Uruguay por UNLIREC en razón de que venía la 
ONU a participar y a coordinar un proceso de destrucción de unas 1.500 armas que estaban en custodia en el 
Ministerio de Defensa Nacional. En dicho seminario participaron los Ministerios de Defensa Nacional y del 
Interior, a través de las divisiones que tienen que ver con este tema, la Dirección Nacional de Aduanas, algún 
legislador y legisladora y el doctor Langón, representando a la Universidad de la República, quien hizo un 
estudio sobre la legislación en materia de armas. 


Podemos contar con los resultados de este seminario, que me pareció muy interesante. Todos tuvimos matices 
con la propuesta futura pero estábamos de acuerdo con que la legislación es vieja y que tiene un montón de 
remiendos: decretos, reglamentaciones y agravamientos de penas a través de leyes de urgencia y de 
presupuesto. 


A su vez, todo el mundo tenía la sensación de que había un vacío y que había que adecuar la legislación a la 
realidad actual. Mi objetivo al presentar un proyecto acá no es que se vote sino de abrir la discusión sobre el 
tema. En dicho seminario integré uno de los paneles y formulé la propuesta de crear una especie de Comisión 
multisectorial integrada por los Ministerios de Defensa Nacional y del Interior, los legisladores y 
representantes de la Universidad de la República, a fin de avanzar en un acuerdo. Obviamente, el acuerdo al 
que arribemos tiene que pasar por esta Comisión. 


En ese seminario todos los representantes de los diferentes organismos -no hablo de los Ministerios sino de la 
gente que viene encargándose de este tema hasta ahora- estuvimos contestes en esta necesidad. La cuestión es 
que alguien tiene que llevar adelante la invitación a ese espacio. 


La propuesta concreta es que se genere una Subcomisión de esta Comisión que haga las invitaciones y genere 
dicho espacio con delegados de los Ministerios de Defensa Nacional y del Interior y de este Cuerpo para 
empezar a avanzar en algunos acuerdos muy claramente expresados en dicho seminario. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me encanta dialogar, debatir y, sobre todo, aprender en estos temas. 


La cuestión es que la corriente de pensamiento o de acción que encara la señora Diputada Tourné en esta 
Comisión y en estos seminarios va en la línea de prohibir la tenencia de armas -no quiero encasillar-, desde 
mi punto de vista, más que a la permisividad de tener armas. Cuando partiendo de la base de un proyecto de 
ley vamos a ámbitos extraparlamentarios, se nos complica llegar a una conclusión, porque arrancamos de 


pensamientos distintos acerca de lo que son las armas, su utilización y tenencia por parte de los ciudadanos. 
De entrar en ese ámbito, vamos rumbo a lo que esboza el proyecto que, desde ya aclaro, está a 180 grados de 
lo que yo pienso. 


SEÑORA TOURNÉ.- La propuesta no es generar una comisión en torno al proyecto presentado -que 
es una idea más-, sino empezar a consultar y a escuchar opiniones, porque algunos acuerdan en 
determinados aspectos y otros traen a consideración cosas totalmente nuevas y diferentes. 


El gran acuerdo se dio ante la constatación de que nuestra legislación tiene vacíos y ya no da cuenta de la 
realidad uruguaya. Esto no quiere decir que se camine hacia lo que propone el proyecto. Reitero que el 
proyecto de ley es un aporte más. Lo que nos interesa es empezar a alcanzar consenso. No es que se vaya a 
discutir en torno a lo que yo propongo. 


SEÑOR ALONSO.- Entiendo la propuesta de la señora Diputada Tourné y me parece que es una 
buena idea para avanzar en uno de los temas que nos tienen que preocupar. También entiendo que 
puedan existir distintas posiciones respecto a si es necesario ir hacia un régimen liberal o hacia un 
régimen absolutamente regulado. Yo me encuentro a mitad de camino; no creo que la situación que hoy 
se da respecto a la tenencia y porte de armas nos esté dando las seguridades y garantías que todos 
quisiéramos. Claro que, como en muchos otros ámbitos, hay dos circuitos: el formal y el informal. Por 
supuesto que al que quiero atacar y combatir es al informal. Si para que esto se dé terminamos 
creando un régimen imposible de cumplir, habremos hecho muy mal los deberes; si conseguimos un 
instrumento que habilite el trasiego del circuito informal al formal, habremos tenido éxito. Creo que se 
trata de encontrar equilibrios. 


Se me ocurre -y me consta porque lo he hablado con la señora Diputada Tourné y también con algunos de los 
actores que intervienen en esto- que no es bueno arrancar de fundamentalismos, aunque creo que no es el 
caso. Si se tratase de la conformación de un grupo de estudio del tema desde un punto de vista genérico, nos 
parecería un buen primer avance. Es más: creo que hablaría bien de quienes tienen el espíritu de resolver el 
tema, desplazar el proyecto a un segundo plano mientras se avanza en ese otro ámbito, en el que me gustaría 
que participasen todos los actores posibles. 


Todos sabemos que hay por lo menos tres organizaciones de ciudadanos afectas al uso de armas -no sé cómo 
decirlo porque yo no formo parte de ellas-, que están empapadas de un espíritu positivo y constructivo pero 
que, en algunos casos, pueden llegar a sentirse amenazadas por el avance hacia una reglamentación estricta 
que les impida desempeñar los ejercicios que normalmente llevan adelante. 


Reitero que si el espíritu es genérico, me parece una buena idea. Además, considero positivo el planteo de 
desplazar el proyecto que está en Comisión, por lo menos temporalmente, a la espera de que en ese otro 
ámbito se generen acuerdos o consensos. 


SEÑORA TOURNÉ.- Creo que el señor Diputado Alonso describe el ánimo de la propuesta. En esa 
Comisión no se va a legislar; se legisla aquí. Lo que propongo es que el eje del trabajo no sea el 
proyecto presentado, sino que se escuchen otras opiniones y que se trate de llegar a consenso. Los 
problemas que queden pendientes, los resolveremos en el ámbito que corresponde, que es esta 
Comisión. Lo importante es avanzar 


Diré más: como hay instituciones en el propio Estado que no tienen una posición común, sino más bien una 
suerte de competencia -me refiero al Ministerio de Defensa Nacional y al Ministerio del Interior-, me parece 
mejor que avancemos hacia un cierto acuerdo en ese ámbito, para que luego vengan los problemas 
institucionales. Nada está más lejos de mi ánimo que sustituir la labor fundamental de esta Comisión en 
cuanto a decisiones políticas. 


SEÑOR ORTUÑO.- Me parece que la voluntad de la señora Diputada Tourné está clara. Entonces, 
sugiero que en coordinación con el señor Presidente y en consulta con los señores Diputados, se haga 
una propuesta concreta de integración de ese otro ámbito. Creo que el espíritu de la señora Diputada 
Tourné era ponernos en conocimiento de estos asuntos para ir reflexionando sobre el tema y definiendo 


quiénes integrarán ese otro ámbito. En ese sentido, quienes tengan propuestas concretas se pondrán en 
contacto con la señora Diputada Tourné o con el señor Presidente. 


Ahora deberíamos avanzar en el orden del día y volver a considerar este asunto recién cuando haya una 
propuesta concreta. Creo que esto ayudará a avanzar en el tema en esta Legislatura y en los plazos más 
breves posibles. Nosotros lo vamos a acompañar, no en la perspectiva de dejar de lado el proyecto de la 
señora Diputada Tourné -que para nosotros es una muy buena base de reflexión-, sino en la de considerar ese 
ámbito como una ventana que se abre a otras ideas y a la participación de los ciudadanos, lo que sin duda 
enriquecerá el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La bancada de Gobierno pretende alcanzar, si es posible, la unanimidad. 
Para que estos temas tengan resultado, deben tener el mayor apoyo posible. El planteo en cuanto a la 
participación en ese otro ámbito está hecho, por lo que dejaremos para la próxima sesión lo relativo a 
su instrumentación y a su integración. Naturalmente, todos pueden participar; eso es elemental. La 
responsabilidad recaerá solo sobre algunas personas, quienes se pondrán en contacto con todos los que 
sobre este tema tengan algo que opinar. 


En consideración el proyecto de ley relativo a "Registro Nacional de Deudores Alimentarios". 


Este es un proyecto presentado en la Legislatura anterior -tiene varios antecedentes- por los ex Diputados 
Michelini, Mieres y Falero. Este proyecto fue aprobado en Comisión y elevado al plenario, pero nunca se 
trató. Lo que pasa es que este proyecto figura con fecha agosto de 2004 y esa no era una época como para 
considerar una iniciativa de esta entidad. 


SEÑOR LACALLE POU.- Como bien decía el señor Presidente, este proyecto de ley viene desde la 
Legislatura pasada, y no fue presentado por nuestro Partido pero pedimos que fuera considerado en 
ese período. 


Esta vez estamos dispuestos a votarlo tal como viene. Nos parece una buena idea y creo que va en el camino 
de sancionar a aquellas personas que no se comportan como es debido. Se trata de un buen comienzo para 
señalar a gente que no está cumpliendo sus obligaciones en temas tan delicados como este. 


SEÑORA TOURNÉ.- Me alegro profundamente de que todos queramos sacar adelante este proyecto 
que, además, tiene su historia y sobre el que ya se han manifestado los sectores políticos. Por algo 
estaba aprobado y no entró a la consideración del plenario. Me parece -como decía cuando solicitaba 
que esta Comisión lo tratara nuevamente y lo presentara al plenario- que es un proyecto relativo a una 
cuestión social muy importante que tiene que ver, nada menos, que con la indefensión de los niños y las 
niñas. Se trata de que no se respetan los derechos que tienen los niños y las niñas a recibir sustento a 
través de una pensión alimenticia. Como ustedes saben -estoy hablando ante connotados abogados, el 
tema de las pensiones alimenticias no pasa por la categoría de alimentos ni por los alimentos, 
exclusivamente. También sabrán -lo hablábamos con algunas abogadas- que últimamente el tema de la 
asistencia en la familia ha generado una visión solidaria en cuanto a mantenerla, considerando a todos 
quienes la integran. 


Evidentemente, según un estudio que se formulara en la Universidad de la República a pedido de UNICEF, 
Uruguay tiene datos bastante alarmantes. Ese estudio fue realizado por una socióloga, un economista y una 
abogada, y reitero que los datos de Uruguay francamente son preocupantes, en cuanto a la cantidad de padres 
y/o madres que debiendo atender las obligaciones alimentarias, no lo hacen. El objetivo final del proyecto es 
disuadir de esta conducta de falta de responsabilidad para con los hijos o las hijas y luego generar sanciones 
que creo que no son gravísimas, pero que van en el camino de indicar cuál debería ser la conducta que 
nosotros defendemos que se tenga. 


El estudio indica que casi el 60% de estos hijos no está atendido. Esta es una situación de real gravedad, 
sobre todo considerando el incremento brutal que existe en materia de índice de divorcios en el Uruguay; este 
es un dato a tener en cuenta porque es altísimo y sigue creciendo. Esto genera estas situaciones de total 
indefensión de chiquilines que quedan sin sustento afectivo -que es lo más importante-, de contención y 
económico. 


Me parece que también tenemos que incorporar como parte de la discusión -aunque es un tema de vínculos 
personales pero que no pasan a ser privados- el hecho de que a veces, lamentablemente, los vínculos 
humanos adultos dejan como rehenes de la situación de incomprensión a los chiquilines. Se pelea a través del 
pago o no de las pensiones y del régimen o no de las visitas, tratando de resolver problemas de adultos y el 
que termina pagando la situación es quien no debería hacerlo nunca: los chiquilines, hijos de esas parejas. 
Creo que el proyecto es hasta bastante cauto en las sanciones que promueve. Hay experiencias de legislación 
comparada -supongo que los compañeros referirán a ellas- y no muy lejos, en Argentina, se establecen 
sanciones bastante más severas que las propuestas en este proyecto. 


SEÑOR LACALLE POU.- El proyecto no solo es cauto en las sanciones sino también en cuándo se 
ingresa. Eso nos parece oportuno porque el artículo 2” exige reunir acumulativamente determinados 
requisitos. No implica que uno se atrase en la primera cuota y de por sí y ante sí pase a integrar un 
registro, sino que tiene que haber, previamente, incumplimientos, intimaciones y atraso en más de una 
cuota. Esto no quiere decir que cuando un hombre o una mujer pierden la changa que venían 
haciendo, atrasándose y dejando de aportar lo que debían durante un mes, queden incluidos en el 
Registro Nacional de Deudores Alimentarios, sino que pueden tener la oportunidad de probar que se 
han quedado sin un ingreso fijo o que este ha disminuido. El atraso tiene que ser por tres veces; creo 
que hay todo un proceso para llegar a eso. Si igualmente la autoridad correspondiente cree que se está 
en falta, aunque no se ha probado fehacientemente la imposibilidad de hacer efectiva la asignación, el 
proyecto es cauto, no solo en las sanciones, sino también en la forma en que se puede ingresar al 
registro. 


SEÑORA TOURNÉ.- Efectivamente es así. 


Voy a ser franca: inclusive en determinadas cosas me gustaría incluir lo que era la propuesta original, pero no 
vamos a dar marcha atrás con respecto a lo acordado. Estoy de acuerdo con el señor Diputado Lacalle Pou en 
que en la parte de la definición de quién es un deudor alimentario se dan todas las garantías precisas. Esto 
también es discutible porque aunque un padre incumplidor o una madre incumplidora que a la vez tenga los 
niños a cargo, alegue que no tiene una situación económica acorde -posea o no un trabajo-, igualmente tiene 
que darles de comer. 


SEÑOR LACALLE POU.- Si se fija un porcentaje sobre un monto, es decir, si se establece el 35% o el 
40% de $ 15.000, obviamente, si su ingreso cambia, la persona no podrá seguir aportando la misma 
cifra. Si le dan $ 1, tendrá que aportar el 35% de ese $ 1, pero se había determinado el 35% de 
$ 15.000. Lo que trato de decir es que la persona no podrá seguir aportando el 35% de $ 15.000. Si 
tiene $ 1, aunque dé el 100% de $ 1, obviamente, no llegará a ser el 35% de $ 15.000. 


SEÑORA TOURNÉ.- Lo que digo es que el padre o la madre -en general, son las madres- que se queda 
con sus hijos luego de una situación de separación y/o divorcio, de todas maneras, tenga o no trabajo, 
tiene que darles de comer, y la otra parte puede alegar que no tiene una situación económica adecuada 
y no se hace cargo. De cualquier manera, la situación no queda muy pareja; a eso me refiero. 


Esto abre un mundo de cosas. A pesar de que hay legislación comparada abundante en otros países, en el 
nuestro no existe una guía o protocolo para fijar cómo se procede a efectuar los descuentos de pensión 
alimentaria. Si se quiere, hay un acuerdo; la experiencia indica que cuando hay un hijo, el porcentaje es el 
20%, si son dos o tres es de 25% o 35% y, como ustedes saben, lo máximo por ley es el 50%. Esa es una 
modalidad que se ha impuesto por la vía de la jurisprudencia, pero no porque exista una guía. En algunos 
países de Europa sí existe; eso elimina la discrecionalidad del Juez, que en algunos casos puede generar 
injusticia. 


Este es un tema riquísimo, que coloca la mira en cómo somos padres y madres en determinada sociedad, en 
cómo todo esto termina influyendo sobre los modelos que imprimimos a nuestros hijos e hijas y en cómo les 
vamos enseñando a ser padres y madres a través de estas situaciones en las que un padre o una madre se 
desentiende totalmente, no solo del mundo afectivo y del cuidado, sino de lo mínimo, que es el aporte 
económico; insisto en que es mucho más importante que los padres mantengan un vínculo afectivo y de 
continencia con sus hijos. 


Este proyecto me parece bueno, no solo porque visualiza y condena una conducta que las señoras 
legisladoras y los señores legisladores entendemos que no es correcta, sino porque además la hace pública al 
incluirla en un registro. Si ustedes quieren, es parte de la indicación social que las legisladoras y los 
legisladores damos; es una conducta con la que no estamos de acuerdo. 


De manera que esta iniciativa fija quién es el que está en falta, prevé sanciones -aunque a veces me gustaría 
volver al proyecto original que incluía otras sanciones; de todas formas, no voy a echar atrás un acuerdo-, y 
nos da la posibilidad de reflexionar sobre temas en los que a veces reflexionamos poco. 


SEÑOR ALONSO.- No participé de la discusión de este proyecto en la Legislatura pasada porque no 
estaba en la Comisión. Me gustaría saber qué otro tipo de sanciones quedaron por el camino. 


SEÑORA TOURNÉ.- Preveía, por ejemplo, el retiro de la libreta de conducir. Había otras sanciones; 
espero que mis compañeros hablen al respecto. 


Quiero resaltar que sería bueno que cuando llevemos este proyecto a la Cámara introduzcamos estos aspectos 
de orden social, porque este no es un problema jurídico; le damos una solución jurídica, pero es un problema 
macro de concepción de los vínculos familiares, de construcción de un imaginario de familia, que creo que ya 
no responde a la realidad. De cómo discutamos estos asuntos depende lo que hacia la sociedad estemos 
indicando. Me gustaría poder agrandar el marco de la discusión que aquí se está dando. 


Propongo aprobar el proyecto en general. Me gustaría estudiar -aunque esa es una conversación que 
queremos tener con el Ministerio de Educación y Cultura; lo estamos pensando y lo planteamos como 
posibilidad de construir- si es necesario generar un registro especial o si podemos incorporar esto como una 
interdicción más, por ejemplo, en el Registro de Inhibiciones. En todo caso, este es un aspecto de 
administración del asunto que no cambia sustantivamente la idea del proyecto. Queremos consultar un poco 
más. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En realidad, en el derecho comparado existen sanciones bastante más 
severas en general, que implican imposibilidad de ejercer una gran cantidad de actos, sencillamente 
porque se entiende que esta es una de las conductas más deleznables que una persona puede tener; me 
refiero al hecho de ocultar ingresos, de mentir sobre ellos para no proveer de los alimentos, etcétera, a 
sus hijos o hijas menores, adolescentes o, eventualmente, mayores de edad pero incapaces. 


Este es el nivel de acuerdo al que se llegó. No tenemos idea de lo que puede pensar el resto del plenario, por 
lo que sería difícil construir un acuerdo un poco mayor que el que se ha logrado hasta ahora. 


En cuanto a lo que planteaba la señora Diputada Tourné, nos parece que no habría que crear un registro 
especial, sino que eventualmente esto podría ser incluido en la sección Interdicciones del Registro Nacional 
de Actos Personales. De todos modos, vamos a intentar redondear mejor la idea a partir de la consulta con la 
propia Dirección General de Registros, a través del Ministerio de Educación y Cultura. 


Por otra parte, debemos tener en cuenta un artículo aditivo, presentado por la actual Senadora Percovich, y 
que me parece absolutamente pertinente. Por este artículo se ubican los plazos de inscripción y 
eventualmente reinscripción o cese de la interdicción en función de los plazos establecidos en general para 
los embargos. Parece ser una solución coherente, que eventualmente podría incorporarse al proyecto. 


Asimismo, tenemos que considerar que en el caso de la efectiva aprobación y puesta en funcionamiento de un 
sistema tributario basado en el impuesto a la renta de las personas físicas, la identificación efectiva de los 
bienes de los deudores alimentarios sería más sencilla que en la actualidad. Quiero aclarar que de todos 
modos, más allá de este registro, existen como mínimo dos problemas. Uno de esos inconvenientes es la no 
conciencia de la necesidad de la participación desde el punto de vista económico -como decía la señora 
Diputada Tourné, también hay que tener en cuenta el aspecto afectivo, que trasciende en estas situaciones-, lo 
que hace que se discuta de forma permanente acerca de los porcentajes, porque se entiende como una 
concesión a la persona que eventualmente tiene la administración y no como un derecho efectivo de las niñas, 
niños, adolescentes e incapaces. El otro problema es que objetivamente en muchos casos existen severas 
dificultades para la determinación efectiva del monto real de ingresos. En las profesiones liberales, por poner 


un ejemplo sin pretender agotar la lista ni señalar a nadie en particular, esta dificultad surge con absoluta 
claridad. Por lo tanto, me parece que es un avance -como decía la señora Diputada Tourné- poner este tema, 
un poco más fuertemente en lo que tiene que ver con la discusión política, social y colectiva. Lo votaremos 
con gusto, con los agregados y arreglos que correspondan, pero sabiendo que, en primer lugar el régimen de 
pensión alimenticia no soluciona los problemas y esto debería ser la absoluta excepción y no la regla y, en 
segundo término, existen aspectos desde el punto de vista procesal y tributario que exigirían que 
estudiáramos más a fondo nuevas modificaciones en esta materia. 


SEÑOR ALONSO.- Conversando con los compañeros de la bancada llegamos a la siguiente 
composición de lugar. Nuestro Partido está dispuesto a acompañar la iniciativa pero nos parece que 
quizás tendría que estar más afinada -creo que es tarea del Gobierno hacerlo- en la consulta al 
Ministerio de Educación y Cultura respecto de la ubicación del Registro. 


Por otra parte, creo interpretar que también en la bancada de Gobierno habría que ver el tema de las 
sanciones. 


Podríamos proceder a una votación en general, que no siempre se estila en las Comisiones. En este caso no 
queremos marcar perfil votando en general alguna cosa. Creo que tendríamos que realizar consultas para el 
armado más afinado del proyecto y si quieren lo venimos a votar la semana que viene. 


Hay algunas observaciones que en el momento de discutir el articulado pueden merecer alguna objeción y 
algunas de ellas las va a adelantar el señor Diputado Machiñena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, no tendríamos problema en considerar el proyecto el 
miércoles que viene. 


En segundo término, fue consultado el Ministerio de Educación y Cultura que hizo la propuesta de poner esto 
en el Registro de Inhibiciones. Esto no fue dicho oficialmente. De todas maneras, el próximo miércoles va a 
concurrir el señor Subsecretario Michelini y lo podremos consultar. 


SEÑOR MACHIÑENA.- Tenemos una duda con respecto al artículo 6*. Se hace referencia a que los 
proveedores del Gobierno central, departamentales, etcétera, deberán acreditar que no se encuentran 
inscriptos en el Registro Nacional de Deudores Alimentarios. La duda es si todos tienen que probarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Registro da un certificado negativo al igual que un embargo. Si pido un 
embargo me dan un certificado negativo, en el sentido de que no hay hipoteca. 


SEÑOR ALONSO.- Mi duda va en este sentido: esto sería así en el caso de que mantuviéramos la 
redacción original de la ubicación del Registro. Pero en cambio -quizás me equivoque- si en vez da 
darle la ubicación que figura acá se le da en el Registro de Inhibiciones, cualquier proveedor lo tiene 
que pedir. 


SEÑOR CÁNEPA.- Un escribano podría asesorarnos mejor en este tema. Como abogado puedo decir 
que los registros no son nuestra especialidad. Se planteó que no era necesario la creación de un nuevo 
registro y eso implica -el señor Diputado lo comprenderá, porque ha tenido experiencia de Gobierno- 
todo un movimiento administrativo. La creación de un nuevo registro implica una cantidad de 
movimientos internos administrativos en la Dirección Nacional de Registros. 


Desde el punto de vista de la efectividad de la ley se plantea que en el Registro de actos personales, en la 
Sección Interdicciones, una de las acciones que se pueden inscribir es la de deudor alimentario. Habría que 
ver como se redacta en la ley para que este dentro del Registro de actos personales. Por lo tanto, cuando ese 
proveedor va a ofertar no está inscripto en ese Registro de Interdicciones; la existencia o no del registro 
específico no cambia en nada el espíritu de la ley 


SEÑOR ALONSO.- Lo que refiere el señor Diputado Cánepa es una gran limitante respecto a las 
sanciones que se quieren aplicar, porque se trata solo de los que son proveedores personales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No. Se trata de Directores de personas jurídicas proveedoras. Admito que 
deberíamos estudiar cómo afinamos esta redacción pero la intención es que una persona jurídica se 
presenta a través de sus representantes a una licitación cualquiera y debe estar libre. Naturalmente, en 
una sociedad anónima van a elegir al que no tenga problemas de este tipo. 


SEÑOR GUADALUPE.- Quisiera hacer un aporte aunque lo más probable es que no esté cuando se 
discuta el articulado, porque soy suplente del señor Diputado Borsari Brenna. Me parece interesante 
analizar cómo puede adaptarse la finalidad de este articulado a la situación del secreto tributario. Es 
muy difícil obtener la información de las personas no contempladas en régimen de dependencia -como 
funcionarios públicos o una situación más estable- relativa a la fuente de los ingresos del deudor. 
Quizás allí se pueda profundizar en información acerca de dónde provienen los fondos y su relación 
como profesional dependiente o independiente. Después nos quedaría el grupo de los dependientes del 
mundo privado. 


Es difícil abarcar todo, pero creo que se puede analizar ese aspecto referente a cómo atenuar el secreto 
tributario para facilitar la identificación de los recursos del deudor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el señor Diputado Guadalupe menciona algo que es muy 
importante. Entre los grandes temas que hay acá -excepto para la gente que tiene sueldo fijo-, es muy 
difícil determinar los importes que la gente gana. 


Naturalmente, lo que se hace es la prueba indiciaria, es decir, uno trata de determinar cuál es el nivel de vida 
de la persona que se está demandando. Esto genera una serie de gastos 


Obviamente, eso nunca llega a ser preciso y es muy difícil controlar todo, porque la gente tiene ahorros, 
cuentas y valores -como pueden ser Bonos del Tesoro y demás-, que no están por ningún lado. 


Esto no es la panacea, sino un importante instrumento que procura que la gente pague, por lo menos, aquello 
a lo que se comprometió; esto no resuelve el tema de que pague lo que puede, sino que pague lo que se 
comprometió a pagar. No estamos cuestionando si eso está bien, mal o está de acuerdo con sus ingresos, 
porque es otra discusión muy complicada. 


Honestamente creo -no quiero abrir una discusión porque no es el tema- que el sistema tributario que 
tenemos -bueno, malo o regular; es otra cuestión- facilita que la gente pueda ocultar. 


Me parece muy bien que estemos discutiendo esto, porque son cosas a tener en cuenta. 
Finalmente, estoy de acuerdo con que traslademos este tema para el próximo miércoles. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


